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LEGISLACIÓN AMBIENTAL COLOMBIANA SOBRE PROTECCIÓN DE PÁRAMOS Y HUMEDALES
RESUMEN
Los páramos y humedales son ecosistemas estratégicos por los servicios ambientales que prestan a las comunidades de, no solo las zonas donde estos biomas se localizan, sino de las que por su posición geográfica se llegan a beneficiar de tales servicios. El desarrollo de la legislación Colombiana en esta materia ha surgido del Derecho Ambiental Internacional y de la coyuntura dada por el avance en seguridad en el país en la última década.
Los páramos y humedales en Colombia, a pesar de que pueden protegerse por medio de la declaración de un área protegida, tienen una condición especial en la legislación del país. Es cierto que para que las limitaciones a la propiedad privada tengan efectos, se requiere de la declaración, sin embargo, también es cierto que estos biomas tienen un uso de conservación per se.  
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INTRODUCCIÓN

Una de las mayores demandas que tiene el derecho en los Estados latinoamericanos es la regulación normativa para la protección de los ecosistemas en donde se aloja gran cantidad de biodiversidad. El reto además comporta la necesidad de que el enfoque legislativo cambie y logre proporcionar soluciones para el desarrollo sostenible. Los ecosistemas “abarcan todos los organismos de un área dada y el medio ambiente físico en el que viven. Un ecosistema regula el flujo de energía derivada del sol y el ciclo de los elementos esenciales de los cuales depende la vida de las plantas, los animales y otros organismos de dicho sistema” (Gomez-Posada, Kattan 2008). La biodiversidad es un término que contiene tres conceptos en sí, según lo abordado en la convención de Diversidad Biológica, Río de Janeiro 1992.  En primer lugar, la diversidad genética entre cada especie, en segundo lugar la diversidad entre las especies y finalmente la diversidad de ecosistemas entre las regiones.

Proteger la diversidad biológica es una necesidad para el ser humano por los múltiples servicios que ésta le presta (agua, paisaje, productos medicinales, terapéuticos y de belleza), esa necesidad se ha percibido equívocamente como una limitante de desarrollo, debido a que nuestra idea de desarrollo está basada en la explotación de recursos naturales no renovables (explotación minera, hidrocarburos, energía, agricultura). Esto obliga al Estado Colombiano al desarrollo de políticas orientadoras de un desarrollo a partir de la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad, lo que además requiere de la implementación de estrategias que integradas y coordinadas con las diferentes autoridades del Sistema Nacional Ambiental, tendrán la capacidad de lograr el desarrollo sostenible.  Los cambios institucionales en el sector ambiental que se han generado en los últimos años, demuestran un contundente interés del Estado por avanzar en ese sentido. 
Este proyecto de investigación, se concentró en el estudio de la ley para la protección de humedales y páramos, para lo cual se empezó por reconocer que el Derecho Ambiental Colombiano tiene sus raíces en el derecho ambiental internacional, particularmente en los principios de las declaraciones de Estocolmo y Río de Janeiro  (1972 y 1992 respectivamente), en razón a que con el surgimiento de los derechos colectivos y del medio ambiente a nivel mundial, conocidos como derechos de tercera generación, Colombia fortaleció la actividad legislativa en torno al tema ambiental expidiendo por ejemplo, el Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables mediante el Decreto Ley 2811 de 1974, la Ley 99 de 1993 y ratificando numerosos acuerdos internacionales como el Convenio de Biodiversidad en Río de Janeiro Brasil 1992 y el de RAMSAR sobre humedales de importancia internacional en 1997, lo cual evidencia un interés en la protección del valor de los recursos biológicos y de los ecosistemas que en general son ofertantes de servicios ambientales.
A pesar de ese evidente fortalecimiento del derecho ambiental colombiano en la década de los noventas y a pesar de contar con un sistema nacional ambiental definido por una ley de la república, con un sistema de áreas protegidas, con leyes y reglamentos que regulan la protección de los recursos naturales renovables, con una constitución que ha sido caracterizada por su fuerte componente ecológico, e incluso con pronunciamientos de la Corte Constitucional sobre el desarrollo sostenible y el derecho a gozar de un ambiente sano, aún se encuentran barreras para la consecución de un desarrollo basado en el uso sostenible de los recursos naturales renovables, particularmente de los páramos y humedales en Colombia. El propósito de la ley ambiental, más allá de la declaración de áreas protegidas, debe tener un alcance económico que convierta a la protección y conservación en elementos generadores de desarrollo para el país,  ese es el reto que tiene el derecho. La principal debilidad identificada, para el logro de ese objetivo, es que la gestión de la biodiversidad no ha sido incluida en el ordenamiento del territorio como un componente generador de desarrollo; así también, los planes locales de desarrollo y en general, los instrumentos de planificación han carecido de mecanismos y estrategias en tal sentido, debido principalmente a que las entidades territoriales en su gran mayoría desconocen las aptitudes de los suelos de sus territorios y las metodologías para la elaboración de estos planes que mas allá de un requisito formal, son una herramienta de desarrollo para los municipios. 
Con lo anterior como justificación del proyecto de investigación se estableció como objetivo, identificar el marco normativo Colombiano sobre protección y conservación de los páramos y humedales, y analizar su enfoque hacia el desarrollo sostenible.
HIPOTESIS DE TRABAJO
El problema que guió la investigación es ¿Las herramientas del derecho ambiental Colombiano logran proteger y conservar los ecosistemas estratégicos sin que con ella se afecte el desarrollo económico del país?.

La hipótesis de trabajo que se defiende parte de que la protección de los ecosistemas estratégicos parte de principios, derechos y deberes constituidos en tratados internacionales (Convenio de Biodiversidad y Ramsar), en la Constitución política de Colombia, en la Ley 2° de 1959, el Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables, la Ley 99 de 1993, Decreto 2820 de 2010, Decreto 3272 de 2010, Ley 1450 de 2011 y especialmente en las Resoluciones del Ministerio del Medio Ambiente No. 769 de 2002 Por la cual se dictan disposiciones para contribuir a la protección, conservación y sostenibilidad de los páramos, y la Resolución 157 de 2004 sobre humedales al interior de Colombia. Así mismo, las políticas públicas relacionadas con este tema son un referente orientador de la protección y uso sostenible de estos ecosistemas. Por ejemplo, la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico, MAVDT, 2010; el documentos Conpes 3680 de 2010 que establece los lineamientos para la consolidación del Sistema Nacional de Áreas Protegidas; el documento Conpes 3697 de 2011 que establece la política para el desarrollo comercial de la biotecnología a partir del uso sostenible de la biodiversidad; y la Política Nacional para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos, 2012.
A pesar de lo anterior, el conflicto entre desarrollo y conservación es hoy en nuestro país aún objeto de discusiones en todos los niveles y escenarios. En ese sentido se evidencia el interés del legislador en complementar el enfoque legal de comando-control con el enfoque de instrumentos económicos por medio de normas como la Ley 139 de 1994, la Ley 223 de 1995 y sus decretos reglamentarios 900 de 1997 y 953 de 2013, éste último sobre esquemas de pagos por servicios ambientales. Así como de abarcar la gestión de la biodiversidad para el desarrollo desde el ordenamiento y planeación territorial, como la ley 1200 de 2004 por medio de la cual se establecen los Instrumentos de Planificación Ambiental, considerando que la planificación ambiental regional es un proceso dinámico de planificación del desarrollo sostenible que permite a una región orientar de manera coordinada el manejo, administración y aprovechamiento de sus recursos naturales renovables, para contribuir desde lo ambiental a la consolidación de alternativas de desarrollo sostenible en el corto, mediano y largo plazo.

Las normas atrás mencionadas constituyen un referente significativo para el logro del desarrollo sostenible, sin embargo las dificultades también son evidentes. Por ejemplo, los conflictos en el uso del suelo en el magdalena medio Santandereano por la expansión de la frontera agrícola en ecosistemas de humedal; el conflicto de minería milenaria artesanal en el páramo de Santurban, la cual se ha venid tecnificado y se convierte en una zona de proyectos mineros a gran escala, reconocida en el ordenamiento minero como “distrito minero” y en el ordenamiento ambiental como “área estratégica para el recurso hídrico”; los niveles de pobreza extrema en los territorios que conforman las áreas protegidas; la desigualdad en el acceso a los recursos de la biodiversidad; entre otros. Todo para concluir que el país aún carece de un ordenamiento ambiental, agrario y minero del territorio; asi mismo,  de criterios o una metodología de valoración de la biodiversidad que sirvan de base para establecer esquemas de pagos por servicios ambientales; y de la capacidad de llegar a acuerdos y entender los conocimientos tradicionales de grupos indígenas y campesinos del país. 
ESTRATEGIA METODOLÓGICA

Para resolver el cuestionamiento del problema de investigación, se utiliza un método descriptivo en cuanto a la identificación de las normas que componen el marco jurídico; pero en igual forma, se emplea un método analítico - propositivo, en cuanto que se hacen posturas y planteamientos personales, desde un punto de vista jurídico argumentativo.
1. Identificación del Marco Jurídico sobre protección de páramos y humedales (cuadro1) desde el enfoque comando-control:

a) Derecho ambiental internacional: Soft Law y Hard Law 
b) Derecho ambiental comunitario. 
c) Derecho ambiental en Colombia. 
2. Análisis sobre propiedad y medio ambiente 
3. Limitaciones a la propiedad privada

4. Mecanismos alternativos de desarrollo – Esquemas de pago por servicios ambientales, aplicación del derecho desde el enfoque de instrumentos económicos.
RESULTADOS
1. Identificación del Marco Jurídico sobre protección de páramos y humedales
a) DERECHO AMBIENTAL INTERNACIONAL
La historia del Derecho Ambiental Internacional inicia con el acontecimiento de algunos hechos que resultaron en manifestaciones y conformación de grupos ciudadanos activistas, así como en movimientos políticos. Importantes estudios científicos imprimieron fuerza hasta conseguir que las Naciones Unidas firmaran importantes compromisos y declaraciones. Algunos de los más importantes fueron el   libro de Rachel Carson, The Silent Spring (1962), el cual hizo referencia al uso del DDT, un pesticida que estaba ocasionando la extinción de especies tan importantes en Norte América como el águila calva, fue uno de los primeros en despertar una conciencia pública sobre el uso de químicos agroindustriales, situación que hoy sigue siendo objeto de discusión; The closing circle (1971) escrito por Barry Commoner, biólogo y político, candidato a la presidencia de los Estados Unidos en 1980. En su libro sugiere un cambio en la economía americana y da inicio al concepto de sostenibilidad, haciendo incluso referencia a los límites del crecimiento; Los límites del crecimiento (Limits to Growth), escrito por Donella H. Meadows, Dennis l. Meadows, Jorgen Randers y William W. Behrens III que conformaban el Club de Roma, creado en 1968 por un grupo de industriales y líderes mundiales. Consistió en la construcción de un modelo que establecen como no terminado e imperfecto pero funcional, con el cual investigaron la acelerada industrialización, el crecimiento de la población, la destrucción de los recursos naturales no renovables, el deterioro del medio ambiente y la propagación de la malnutrición. El resultado se produjo en la publicación del libro. 
Como se dijo atrás, tal movimiento ambientalista dio como resultado que las Naciones Unidas se manifestarán también y con la declaración sobre el medio humano en Estocolmo 1972, que presenciaba ya episodios de lluvia ácida, se desarrolla la base del Derecho Ambiental. Posteriormente se fortalecen los principios ambientales que rigen los Estados partes con la declaración dada en la Cumbre de la Tierra en Río de Janeiro 1992, luego con la Declaración de los Objetivos del Milenio en el 2000 y con la declaración sobre el Desarrollo Sostenible en Johannesburgo 2002. 
Los principios contenidos en las Declaraciones mencionadas son relevantes a efectos de la protección, conservación y uso sostenible de los recursos naturales renovables y la biodiversidad y en ese sentido lo son para los páramos y humedales. Entre los principios que fueron considerados para el desarrollo del proyecto de investigación se encuentran el de Soberanía sobre los recursos naturales y la responsabilidad de no causar daño al medio ambiente de otros estados o áreas que trasciendan su jurisdicción, el principio 21 de la Declaración de Estocolmo de 1972.  Consiste en la potestad de los Estados para conducir y autorizar actividades dentro de su territorio que puedan tener efectos negativos en el medio ambiente y los recursos naturales renovables, siempre y cuando esas actividades se encuentren dentro de los límites establecidos por el derecho internacional.; el Principio de prevención, por medio del cual se pretende la prevención del daño al medio ambiente, es decir de disminuir, limitar o controlar las actividades que puedan causar daño. En ese sentido compone el conjunto de actividades, instituciones, normas o sistemas creados para evitar o disminuir los posibles daños a los recursos naturales renovables, provenientes de cualquier tipo de proyecto, obra y/o actividad. El alcance de este principio cubre temas como el de ordenamiento y planificación del territorio; la evaluación del impacto ambiental con el fin de minimizarlo o eliminarlo; los  mecanismos alternativos de desarrollo; entre otros, porque supone la acción previa a la ocurrencia del daño y en ese sentido se ha convertido en el fundamento del derecho ambiental internacional y nacional. 
Este principio ha sido declarado desde 1972 en la convención sobre el medio humano en Estocolmo, en 1978 por el programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente –PNUMA- (UNEP por sus siglas en inglés), en 1982 en el World Charter for Nature y en 1991 en la cumbre de la tierra en Río de Janeiro en donde se requirió que los Estados tuvieran una legislación ambiental efectiva. La legislación en aplicación del principio de prevención es aquella que ha pretendido controlar: La extinción de especies de fauna y flora; la contaminación de los mares con aceites, basura radioactiva,, desechos tóxicos y sustancias toxicas; la contaminación de las aguas; la modificación hostil del paisaje; los efectos adversos de actividades que previenen la migración de las especies; la degradación del ambiente natural; los impactos ambientales significativos; toda la contaminación; la pérdida de biodiversidad (Sands, Peel 2012). 
El Principio de Desarrollo Sostenible es indudablemente base de este estudio. Desde los años 80’s el término sostenible empezó a aparecer en algunos instrumentos de derecho internacional hasta que en 1987 en la comisión de Brundtland, con el fin de terminar con la discusión que enfrentaba siempre el desarrollo con el medio ambiente, el desarrollo sostenible se define como aquel que satisface las necesidades del presente sin comprometer la habilidad de las futuras generaciones de satisfacer sus propias necesidades. En la comisión se hizo énfasis en las necesidades de las comunidades que se encuentran en la pobreza o pobreza extrema, por lo que se les reconoce prioridad. Igualmente se hizo énfasis en las limitaciones que el avance tecnológico y social impone al medio ambiente para lograr satisfacer las necesidades de las generaciones futuras. 
El principio de desarrollo sostenible contiene unos elementos que podrían aplicarse incluso como principios independientes del derecho ambiental. El primero es el principio de solidaridad intergeneracional, que pretende que los recursos naturales se preserven en beneficio de las generaciones futuras. El segundo es el uso sostenible, es decir el aprovechamiento racional, prudente y apropiado de los recursos naturales. El tercero es el principio de integración, éste indica la relación que existe entre los planes, programas, proyectos de desarrollo económico y el medio ambiente, de manera que los proyectos de desarrollo económico no deben desconocer la obligación de proteger los recursos naturales y así mismo la protección del medio ambiente no podría frenar el desarrollo económico de los Estados. Para la protección, conservación y uso sostenible de los páramos y humedales, los tres elementos son indispensables, el reto del derecho será crear la base normativa suficientemente clara y eficaz para que además de conservar los páramos y humedales, y lograr que cumplan su función eco-sistémica y además que generen desarrollo.
Para la protección del medio ambiente se ha establecido la necesidad del uso racional de los recursos naturales; en cuanto al elemento social se ha vinculado con la necesidad de erradicar la pobreza y cerrar las brechas entre riqueza y pobreza, por lo tanto se relaciona con la equidad.
A pesar de que la racionalidad y la sostenibilidad sean difícil de medir o delimitar y definir, existen varios instrumentos que han elaborado e ilustrado conceptos de máximos soportables y de esa forma se han logrado importantes avances en torno a establecer qué es el uso razonable. En Colombia estas consideraciones se evidencian en leyes como las de vertimientos y contaminación atmosférica, las cuales determinan específicamente la sustancia y la limitan. Para el caso de los páramos y Humedales, esto se determina por medio de los instrumentos de planificación (Planes de Manejo de Paramos o Humedales, Planes de Ordenamiento, Planes de Gestión Ambiental Regional, etc.) que establecen el régimen de usos que se permiten en esas zonas, de manera que existan actividades que el legislador o la administración, con base en estudios técnicos, sociales y ambientales, determinan como insostenibles en esos ecosistemas. La promoción de actividades educativas, de investigación, generación de conocimiento y tecnologías deben ser impulsadas en estos ecosistemas, son alternativas indudables de desarrollo que no han sido desarrolladas en el país, por ejemplo en el páramo de Santurban, en donde al Estado le ha costado un gran trabajo determinar las condiciones naturales y sociales, demuestra que las posibilidades de generación de desarrollo económico no han sido por completo exploradas.   
En cuanto a la equidad en derecho ambiental internacional se materializa de varias formas. La primera podríamos decir que es la asignación de las responsabilidades; Si bien todos los Estados (o personas en derecho interno) tienen responsabilidad sobre los daños a los bienes naturales, no puede recaer la misma carga sobre todos por igual, aquel que haya generado una afectación tendrá, así mismo, una mayor responsabilidad. Un ejemplo de lo que aquí se dice es el principio de las responsabilidades comunes pero diferenciadas que tiene aplicación en el protocolo de Kioto al momento de imponer las obligaciones de disminución de gases efecto invernadero. Los países industrializados y desarrollados tenían que disminuir sus emisiones de gases efecto invernadero, mientras que los emergentes tienen como obligación la protección de la biodiversidad, no la disminución de sus emisiones. Las responsabilidades comunes pero diferenciadas es un principio que tiene en cuenta las necesidades y capacidades de un Estado (o persona) y adicionalmente su historia en la contribución a problemas ambientales particulares.
La equidad está vista también teniendo en cuenta el acceso a los recursos naturales. Como ejemplo en el derecho internacional en la investigación se tomó el de la convención sobre biodiversidad en 1992 que estableció dentro de sus objetivos el compartir justo y equitativo de los beneficios obtenidos del uso de los recursos genéticos. La justicia ambiental debe ser entendida como la “Busqueda de la justicia equitativa y la protección igual bajo todas las leyes y reglamentos en materia ambiental, sin discriminación con base en la raza, origen étnico y/o la condición socioeconómica” (First National people of Color Environmental  Leadership Summit 1991)
Actualmente para la Agencia de Protección Ambiental de los Estados Unidos –EPA-, la justicia ambiental es el tratamiento justo y la participación significativa de todas las personas independientemente de su raza, color, origen nacional, cultura, educación o ingreso con respecto al desarrollo y la aplicación de las leyes, reglamentos y políticas ambientales, entiende por tratamiento justo el que ningún grupo de personas, incluyendo los grupos raciales, étnicos o socioeconómicos, debe sobrellevar desproporcionadamente la carga de las consecuencias ambientales negativas como resultado de operaciones industriales, municipales y comerciales o la ejecución de programas ambientales y políticas a nivel federal, estatal, local y tribal.
“(…) Fair treatment and meaningful involvement of all people regardless of race, color, national origin or income with respect to development, implementation, and enforcement of environmental laws, regulations, and policies.  Fair treatment means that no group of people should bear a disproportionate share of the negative environmental consequences resulting from industrial, governmental, or commercial operations, or the execution of federal, state, local, and tribal programs and policies. Meaningful involvement means that potentially affected community residents have an appropriate opportunity to participate in decision-making about a proposed activity that will affect their environment and/or health”. (The Environmental Protection Agency (EPA) 2013)
La justicia ambiental desde la concepción europea “se ha orientado fundamentalmente hacia los aspectos contenidos en el Convenio de Aarhus sobre el Acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el Acceso a la justicia de medio ambiente, suscrito en junio de 1998. Todos estos aspectos están relacionados con el ámbito procedimental de la justicia ambiental, ámbito que por lo tanto ha sido discutido y aplicado en la mayor parte de los países europeos” (Hervé 2010:15). Por otra parte en latinoamérica “No se trata, por supuesto de exigir un reparto per cápita de la contaminación, pero si destacar que las comunidades que soportan en mayor grado los efectos de la contaminación, condiciones sanitarias deficientes, escasez de recursos naturales, ausencia de servicios públicos o los accidentes ambientales son, habitualmente, los habitantes de las zonas más marginales de las ciudades o los campesinos de menores ingresos en los países del sur. Los problemas ambientales que soportan u ocasionan no pueden desligarse de sus condiciones económicas de existencia” Quintero (2001:125).     
Finalmente, el elemento económico del principio de desarrollo sostenible, surge con la intención de integrar el desarrollo y la protección del medio ambiente. Consiste en la implementación del concepto de protección del medio ambiente en el desarrollo de actividades que generan crecimiento económico, por ejemplo con la declaración del Impacto Ambiental, el desarrollo de un Plan de Manejo Ambiental previo al inicio de los proyectos que generen impactos significativos al medio ambiente, que de alguna u otra forma garantizan que el desarrollo económico pueda darse con una perspectiva ambiental.
Para concluir, el principio de desarrollo sostenible debe reconocer La necesidad de considerar las necesidades de las generaciones presentes y futuras; Aceptar, en razón a la protección que merece el medio ambiente, los límites al uso y explotación de los recursos naturales renovables; El rol que tiene el principio de equidad en la asignación de derechos y obligaciones; La necesidad de integrar los aspectos ambientales y económicos; y La necesidad de interpretar y aplicar las reglas de derecho internacional de una manera integrada y sistemática. (Sands, 2012)
El Principio de Precaución del que hoy se habla en todos los escenarios del sector ambiental nació en la Alemania Occidental con el fin de proveer una guía para aquellos casos en los que se pretende desarrollar una actividad pero no se tiene certeza científica absoluta de los daños que esa actividad puede causar. En la Declaración de Río de Janeiro 1992, exactamente en el principio 15 se establece que en los casos en los que haya amenaza de daños grave e irreversible al medio ambiente, la falta de certeza científica absoluta no podrá ser usada como excusa para posponer la implementación de medidas y acciones tendientes a prevenir la degradación ambiental. Así como que debe ser aplicado según las capacidades de cada Estado.
Evidentemente este es un principio que se aplica a casos específicos, es decir, cuando algún proyecto, obra y/o actividad pretende ser desarrollada en determinadas condiciones o en determinado territorio. Su finalidad es evitar el posible daño irreversible al medio ambiente y/o recursos naturales renovables. En ese sentido, es aplicable cuando consideramos la idea del uso sostenible de la biodiversidad, lo que lo conecta inmediatamente con uno de los elementos del principio de desarrollo sostenible que, como ya se dijo, está relacionado con la racionalidad, sin embargo se añade un nuevo ingrediente que es la falta de certeza científica absoluta. 

Desde sus inicios ha causado serias discusiones pues para los ambientalistas, su aplicación sienta la base de la protección ambiental en casos tan importantes como cambio climático, contaminación atmosférica, sustancias tóxicas, etc. Sin embargo, los críticos han argumentado que el principio promueve la regulación excesiva limitando la actividad humana. A pesar de estas discusiones y de que la aplicación del principio aún hoy resulta confusa, el principio se encuentra vigente, principalmente en razón a que obtener certeza absoluta es regularmente muy difícil y no puede permitirse que proyectos, obras y/o actividades se desarrollaron por años causando daños al medio ambiente y a los recursos naturales renovables sin que haga nada por parte de las autoridades. Especialmente a mediados de los 80’s se habla del reconocimiento de medidas precautorias cuando se intentaba controlar las sustancias agotadoras de la capa de ozono.
En torno a la aplicación del principio, se ha establecido que debe existir prueba de que la actividad puede generar ese daño “grave” o “irreversible”, de manera que alguna de las partes interesadas deberá demostrar tal posibilidad de daño o lo contrario, puede ser bien quien se opone a la actividad o alternativamente puede recaer sobre quien desarrollará la actividad. La costumbre y hoy la legislación internacional (y nacional también) han impuesto la carga de la prueba sobre quien pretende desarrollar un proyecto, obra y/o actividad y, además, han determinado que esa obligación debe cumplirse antes de que se le otorgue el permiso, autorización o licencia ambiental para desarrollarlo. 
En este entendido el principio de precaución se constituye en una fuente principal para el establecimiento de normas sobre protección de determinadas áreas, excluyéndolas de actividades como la ganadería, aprovechamiento forestal, minería, etc. Es la precaución lo que fundamenta el actuar del legislador al determinar que los páramos y los humedales no pueden ser cargados de actividades de desarrollo sino de conservación.

NORMA ISO 14000 SOBRE CALIDAD AMBIENTAL
Como un instrumento del derecho ambiental suave, la norma ISO 14000 sobre la calidad del medio ambiente, pretende que las empresas que desarrollan cualquier tipo de proceso industrial e incluso comercial, asuman un compromiso de implementación de un sistema de manejo ambiental integrado por un marco de políticas, procedimientos, funciones y responsabilidades impuestas a determinados empleados de la empresa con el fin de que se logren ciertas metas y objetivos de eliminación o disminución de impactos negativos al medio ambiente. La empresa hoy en día es uno de los sujetos más importantes para el logro del desarrollo sostenible, así que su compromiso con el medio ambiente es significativa y una de las formas de fortalecer ese compromiso puede ser la implementación de esta norma de calidad. 
La ISO 14000 se empieza a implementar en la década de los 90’s y tiene como base la norma de calidad ISO 9000 de 1980´s, por medio de la cual se pretendía evaluar la calidad de bienes y servicios. La calidad ambiental se mide y alcanza aplicando el mismo método: Planear, Hacer, Verificar y Corregir, de manera cíclica y repetitiva. 
Hoy en día las certificaciones en ISO 14000, son relevantes en el mundo competitivo internacional, debido a que permite el ingreso a mercados que muchas empresas quisieran alcanzar. El sistema de calidad ambiental podría decirse que es una ayuda para que la empresa cumpla con la ley ambiental nacional, es decir, cumpla con los estándares de impacto negativo a los recursos naturales renovables y en su proceso de mejora, logre incluso eliminar impactos y producir bienes y servicios sin afectar el medio ambiente y los recursos naturales renovables. 
Para concluir, nótese que las empresas, los consumidores, los ambientalistas, lideres laborales, los activistas de derechos humanos y las autoridades públicas tienen el reto de encontrar la forma de cómo gobernar la conducta de las empresas en interés de la calidad del medio ambiente, de la justicia social y de la prosperidad humana. El sistema de calidad ambiental establecido por la ISO aún no es suficiente, más teniendo en cuenta que muchos de sus criterios no han sido establecidos en observancia de las realidades de los países en desarrollo que además no cuentan con participación idónea dentro de la organización (Wood, 2004).      
UICN Y LOS ECOSISTEMAS ESTRATÉGICOS

La Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza es una organización pionera en establecer un sistema de categorías de áreas protegidas. La clasificación que hoy tiene la UICN está dada en razón a los objetivos de manejo de cada área y está reconocida por las Naciones Unidas y en algunos casos, por Estados que ratificaron por medio de su sistema legal este mismo sistema. A continuación se exponen las categorías dispuestas por esta organización dentro del sistema de área protegidas:
Ia Strict Nature Reserve

Es una categoría de conservación estricta, establecida para proteger la biodiversidad así como sus posibles formaciones geológicas/geomorfológicas. La presencia humana, el uso de los recursos y su explotación están limitados a los fines de investigación científica y monitoreo del área misma.
Ib Wilderness Area

Son áreas que no han sido modificadas en lo absoluto o tienen una pequeña modificación relativa a su carácter natural y a la influencia humana. Por lo tanto se considera necesario protegerlas para que conserven ese estado o condición natural.

II National Park

Con esta categoría se busca proteger especies, ecosistemas y procesos ecológicos a gran escala, propios del área. Son áreas que por su condición natural tienen una identidad ambiental y cultural compatible y por lo tanto tienen valor espiritual, científico, educativo y recreacional.

III Natural monument or Feature
Esta categoría se establece para proteger un monumento que puede ser, un relieve, una montaña marina, una cueva submarina o una formación geológica como cuevas. Estas áreas suelen ser pequeñas y también centros turísticos.
IV Áreas de manejo de hábitats/especies

Tienen como objetivo proteger una especie o un hábitat particular. Por lo general estas áreas requieren de un regular y activo manejo para cubrir las necesidades de la especie o hábitat a proteger.

Protected Landscape/seascape

Son áreas en las que la interacción de la gente y la naturaleza han producido escenario especial con un significado ecológico, biológico y cultural. La salvaguarda de esa relación es vital para la sostenibilidad del área y su asociación con la conservación de la naturaleza. 

VI Protected area with sustainable use of natural resources
Estas áreas se establecen para conservar ecosistemas y habitats que están asociados a valores culturales y al manejo de recursos naturales renovables tradicionales. La mayoría de estas áreas se encuentran en condición natural y una porción se destina a un uso sostenible a un nivel bajo no industrial que es a la vez compatible con la conservación.
Algunas de estas categorías de áreas protegidas se acogieron por la legislación Colombiana. El sistema de áreas protegidas en Colombia se creó con el Decreto 2811 de 1974 y en el 2010, en razón de la diversidad de legislación que creaba alguna categoría de protección, el Decreto 2372 del Ministerio del Medio Ambiente organizó el actual sistema de áreas protegidas. A pesar de que los páramos y humedales pueden protegerse por medio de la declaración de alguna de las categorías existentes de protección de áreas, la legislación no contempla una especial para estos ecosistemas estratégicos. Esta situación ha dado lugar a la necesidad de que se analicen algunas otras normas referentes. Sobre este particular se hará referencia más adelante.  

HARD LAW

Los tratados de derecho internacional son el producto de un mundo globalizado en el que las actividades de un país pueden afectar a los demás y/o en el que se requieren estrategias de desarrollo entre estados. Los tratados son acuerdos escritos, con los cuales se crean derechos y obligaciones entre estados (Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados en 1969).

Los tratados son la principal fuente del DAI por varias razones, una de ellas es que pueden lidiar con la variedad que actualmente hay en investigaciones científicas, requiriendo normas que sean adaptables a esos cambios. Los tratados son fáciles de identificar, más accesibles y fáciles de aplicar que los principios o la costumbre, adicionalmente, incluyen mecanismos que permiten determinar la existencia de una infracción y tienen sistemas de implementación, que en algunos casos puede ser efectiva y en otros no, depende de los objetivos propuestos por el tratado. Así mismo, los tratados también pueden medirse por su impacto en el objetivo a proteger, ya sea recurso agua, flora, fauna, suelo, biodiversidad o aire; incluso este mecanismo de evaluación de los tratados es mejor que la efectividad, en el sentido de que la efectividad solo mide el cumplimiento del objetivo del tratado y éste puede ser muy corto, es decir, fácil de alcanzar o muy difícil y entonces la probabilidad de eficacia es más escaza (Guruswamy, 2012).
Los tratados de DAI en su mayoría han sido una respuesta o a estudios científicos o a situaciones de hecho presentadas a lo largo de la historia en la era industrial. Para efectos de la investigación que se adelantó, se tuvieron en consideración los siguientes tratados y convenios internacionales:
Convenio de Diversidad Biológica Río de Janeiro 1992 y su Protocolo sobre Bioseguridad (Cartagena Protocol) 2000. Estableció que las partes, de acuerdo con sus condiciones y capacidades particulares, debían desarrollar estrategias, planes y programas para la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica (Artículo 6°). En el artículo 7° determinó que se deben identificar y monitorear los componentes de la diversidad biológica para conservarse y usarse de manera sostenible, dichos componentes pueden ser, según el anexo 1 del convenio, los siguientes:

· Ecosistemas y hábitats que contengan una gran biodiversidad; un alto número de especies endémicas o amenazadas; especies migratorias; que sean importantes social, económica, cultural o científicamente; o que sean únicas o asociadas a un importante proceso de evolución.

· Especies y comunidades.

· Información genética de importancia social, científica o económica.

El convenio invita a la creación de Sistemas de Áreas Protegidas, al uso sostenible de la biodiversidad y a la participación equitativa de los beneficios de la biodiversidad. Para Colombia el proceso de establecer el Sistema Nacional de Áreas Protegidas –SINAP- fue difícil debido a que parecía haber categorías de áreas protegidas en todas partes, el Código Nacional de los Recursos Naturales contenía algunas, la Ley 2° de 1959 otras, luego el Decreto 216 de 2003, y su regulación era por lo tanto, también difusa. En el año 2010, debido a la incertidumbre que esta situación generó y al hecho de que los páramos se encontraran en conflicto por lo definido en una norma minera, se establece una norma que reglamenta dicha legislación y le pone un poco de orden a la casa en materia de áreas protegidas y autoridades competentes para su administración. El Decreto 2372 de 2010 establece además que los páramos y humedales no son categoría de área protegida pero sí se consideran ecosistemas estratégicos y que para su conservación y/o uso sostenible pueden utilizarse los mecanismos del SINAP, pero también otros instrumentos de planificación que la ley ha regulado para tal fin. 

En conclusión el Convenio de Diversidad Biológica es un referente normativo de carácter internacional, base del marco jurídico sobre protección, conservación y uso sostenible de los ecosistemas estratégicos.        

Convention on Wetlands of International Importance (Ramsar Convention), Feb.1, 1971. Ratificado en Colombia mediante la Ley 357 de 1997. Esta ley además de establecer el mecanismo de inclusión de un humedal nacional en la lista de humedales de importancia internacional, estableció la política nacional de humedales interiores de Colombia y las estrategias para su conservación y uso racional en el año 2001.

En la Convención se estableció que los humedales cumplen funciones ecológicas fundamentales como reguladores de los regímenes de aguas y adicionalmente son los hábitats de flora y fauna característica, como por ejemplo las aves acuáticas, que además son especies migratorias y por lo tanto un recurso internacional. Se asegura que los humedales son un recurso de valor económico, social, cultural y científico, y por lo tanto su pérdida sería irreparable; por estas razones se establece la necesidad de una acción nacional e internacional.

A nivel nacional internacional la protección de estos ecosistemas se previó con la designación del humedal dentro de la lista de humedales de importancia internacional. Los humedales Colombianos en la lista de humedales de importancia internacional son:

· Estuarino del río Magdalena, Ciénaga grande de Santa Marta

· Lagua de la Cocha

· Sistema de humedales Laguna del Otún

· Sistema lacustre de Chingaza

· Delta del río Baudó

Para hacer parte de la lista de humedales de importancia internacional deben haberse establecido sus fronteras, debe estar delimitado y las partes deben formular un plan de conservación de los humedales incluidos en la lista (artículo 3° convención Ramsar 1971). Sin embargo los humedales deben estar protegidos para su conservación independientemente de que sean o no parte de la lista de importancia internacional, de manera que las partes del convenio se obligaron a promover la conservación de estos ecosistemas independientemente de su custodia.
Las consideraciones sobre los humedales al interior de Colombia, se hacen mas adelante.
UNESCO Convention Concerning the Protection of the World Cultural and Natural Heritage (World Heritage Convention), Nov. 16, 1972. Consideró en primer lugar la definición sobre patrimonio natural, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 2 de la convención que señala que consiste en la formación o grupo de formaciones físicas y biológicas que tienen un valor universal desde el punto de vista científico o de su estética; así como las formaciones geológicas que delinean áreas que son hábitat de especies de valor universal para la ciencia o la conservación; o áreas naturales que tienen valor universal desde el punto de vista de la ciencia, la conservación o por su belleza natural. UNESCO Convention Concerning the Protection of the World Cultural and Natural Heritage (World Heritage Convention), Nov. 16, 1972.
Entre las obligaciones que surgieron a los Estados parte, se consideró relevante a efectos de la investigación, la de adoptar una política general dirigida a dar al patrimonio cultural y natural una función de la vida de la comunidad e integrar su protección en programas de planeación general; y la obligación de establecer las normas necesarias para la identificación, protección, conservación, presentación y rehabilitación del patrimonio de la humanidad. 

b) DERECHO AMBIENTAL COMUNITARIO – CAN

La decisión 435 de 1998 sobre el Comité andino de autoridades ambientales. En esta decisión se hace mención a los objetivos del Acuerdo de Cartagena sobre la necesidad de “(…) preservar y utilizar de manera sostenible el patrimonio estratégico de los países miembro constituido por la extraordinaria diversidad biológica y cultural de la cual disponen, incorporando la dimensión ambiental en las políticas y estrategias sociales y económicas de la comunidad andina que contemplen así mismo la lucha contra la pobreza y faciliten la participación ciudadana”. 

La decisión considera que para cumplir con el objetivo del desarrollo sostenible se debe crear el comité andino de autoridades ambientales conformado por las autoridades ambientales a nivel nacional, el cual tendrá como funciones principales las de apoyar y asesorar a la secretaría general de la Comunidad Andina sobre asuntos concernientes a la política comunitaria de medio ambiente; en la aplicación, cumplimiento y seguimiento de las decisiones que se tomen en torno a la administración, protección, conservación y/o mejora de los recursos naturales renovables. 
Particularmente el comité deberá formular propuestas de estrategias subregionales para el manejo sostenible de los recursos naturales considerando el tema de la pobreza; deberá hacer recomendaciones y promover estrategias para fortalecer el papel de las comunidades locales en el desarrollo sostenible; deberá apoyar el diseño de los lineamientos básicos de un plan de acción ambiental andino; entre otras.
La decisión 596 de 2004 sobre Consejo andino de Ministros del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible. Creado para asesorar  en la “definición, armonización, coordinación y aprobación de las políticas comunitarias en el campo del medio ambiente y el desarrollo sostenible”, y para “coordinar las actividades de Comité Andino de Autoridades Ambientales (CAAAM) y del Comité Andino sobre Recursos Genéticos” 
Actualmente la comunidad Andina se rige por la Estrategia Regional de Biodiversidad de los Países del Trópico Andino (Decisión 523), la Estrategia Andina para la Prevención y Atención de Desastres (Decisión 713) y la Estrategia Andina para la Gestión Integrada de los Recursos Hídricos (Decision 763) . 

c) DERECHO AMBIENTAL COLOMBIANO. 
Los principios del derecho ambiental originados en las Declaraciones de Estocolmo en 1972 y en Río de Janeiro 1992 son parte integral de la legislación Colombiana. 

La Constitución Política de Colombia de 1991: En el estudio de la Constitución del 91 se encontraron algunas normas que directa o indirectamente hacen referencia al tema de esta investigación. Desde el preámbulo pasando luego por el artículo 2° sobre los fines esenciales del Estado; el artículo 8 sobre la obligación del Estado y de los particulares de proteger las riquezas naturales de la región; el artículo 58 sobre la función ecológica de la Propiedad privada; el 63 sobre los bienes de uso público; el 79 sobre el derecho a gozar de un ambiente sano; el artículo 80 sobre el deber del Estado de planificar el aprovechamiento de los recursos naturales renovables de manera que se logre el desarrollo sostenible;  el 95 sobre los deberes ambientales de los ciudadanos; el artículo 300, sobre la función de las Asambleas departamentales de expedir disposiciones relacionadas con la planeación, el desarrollo económico y social, el apoyo financiero y crediticio a los municipios y el ambiente; luego el artículo 313, sobre las funciones ambientales de los municipios, particularmente el numeral 9° respecto de la expedición de normas para la preservación y defensa del patrimonio ecológico; el artículo 332 que se refiere a la propiedad del Estado sobre el subsuelo y los recursos naturales no renovables; el artículo 333 por medio del cual se establece el derecho a la actividad económica dentro de los límite que se establezcan en virtud del interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación; el artículo 334, sobre intervención del Estado en la economía para la preservación de el medio ambiente; y el artículo 360  respecto de la contraprestación económica a título de regalía a favor del Estado, en virtud de la explotación de los recursos naturales no renovables.
A partir del análisis de la Constitución se revisó lo dispuesto por el CNRNR, la Ley 99 de 1993, Ley 165 de 1994, Ley 357 de 1997, Decreto 2371 de 2010, Ley 1450 de 2011 y las reglamentaciones por éstas originadas. En cuanto a los mecanismos alternativos de desarrollo, específicamente sobre pagos por servicios ambientales la investigadora revisó la ley 139 de 1994 y su decreto reglamentario No. 900 de 1997, el artículo 250 de la Ley 223 de 1995, y el decreto 953 de 2013.
Finalmente, otros documentos que han sido tenidos en cuenta en este estudio son el documento Conpes 3680 de 2010 sobre los lineamientos para la consolidación del Sistema Nacional de Áreas Protegidas. Este documento reconoce que el Sistema Nacional de Áreas Protegidas es una herramienta estratégica en los procesos de ordenamiento territorial del país, por lo que con la consolidación del SINAP se facilitará el cumplimiento de los objetivos nacionales en torno a la conservación in situ de la diversidad biológica estratégica como base natural para el desarrollo social y económico, la generación de beneficios ambientales y la protección de espacios naturales que permitan la preservación de la cultura material e inmaterial; la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico, MAVDT, 2010; el CONPES 3697 de 2011 en el cual se establece la política para el desarrollo comercial de la biotecnología a partir del uso sostenible de la biodiversidad. Y que actualmente el ministerio se encuentra trabajando en la actualización de la Política de Biodiversidad; y la Política Nacional para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos, 2012.
2. Análisis sobre propiedad y medio ambiente 
Para empezar es preciso anotar las palabras de la Corte Constitucional sobre los recursos naturales, “(…) son aquellos elementos de la naturaleza y del medio ambiente, esto es, no producidos directamente por los seres humanos, que son utilizados en distintos procesos productivos. A su vez, los recursos naturales se clasifican usualmente en renovables y no renovables. Los primeros, son aquellos que la propia naturaleza repone periódicamente mediante procesos biológicos o de otro tipo, esto es, que se renuevan por sí mismos. Por el contrario, los recursos no renovables se caracterizan por cuanto existen en cantidades limitadas y no están sujetos a una renovación periódica por procesos naturales”. (Sentencia C-221 de 1997).
La finalidad del derecho antes del surgimiento del derecho ambiental, solía ser regular las relaciones sociales; posteriormente se extiende para regular las relaciones de la sociedad con la naturaleza, pues las actividades del hombre impactan los ecosistemas y este genera a su vez un impacto en la vida social.  Esta nueva función del derecho a partir del surgimiento de los derechos colectivos, no pretende atribuirle al medio ambiente un carácter netamente conservacionista, la finalidad de las regulaciones sobre medio ambiente es equilibrar el desarrollo económico, en el que se mantenga la posibilidad de satisfacer las necesidades de las personas y al mismo tiempo asegurar la existencia de los recursos naturales renovables para que no se afecten ni presentes ni futuras generaciones en razón a su agotamiento.  
Véase entonces como la constitución en virtud de esa necesidad del Estado de regular las relaciones del hombre con la naturaleza, dispuso que el derecho a la propiedad privada está limitado como consecuencia de su función social y ecológica (artículo 58), así como la libertad económica e iniciativa privada pueden estar limitadas cuando “(…) así lo exija el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación”. La función ecológica de la propiedad tiene fundamento en el carácter limitado del derecho de propiedad dado por los derechos colectivos, como el de gozar de un ambiente sano, y los derechos de las personas que no han nacido, es decir, de las futuras generaciones. El Estado está facultado para limitar esos derechos con fundamento en lo dispuesto por el artículo 334 ibídem, debido a que la preservación del ambiente sano es uno de los tres fines de intervención del Estado junto con la calidad de vida de los habitantes y la distribución equitativa de las oportunidades y beneficios del desarrollo.
Por su parte, el Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables Decreto 2811 de 1974 fue expedido, precisamente con el objetivo de lograr la preservación, restauración, conservación, mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables, y regular la conducta “humana, individual  colectiva y la actividad de la administración pública, respecto del ambiente y de los recursos naturales renovables y las relaciones que surgen del aprovechamiento y conservación de tales recursos” (Artículo 2 Decreto Ley 2811 de 1974). Por medio de esta norma, el Estado Colombiano pretendió regular esa relación entre el hombre y la naturaleza. 

Nótese por ejemplo como en el artículo 4° establece que, “Se reconocen los derechos adquiridos por particulares con arreglo a la ley sobre los elementos ambientales y los recursos naturales renovables”.  En el mismo sentido el artículo 42 y 43 determinan la viabilidad de la propiedad privada sobre recursos naturales renovables, sujeta a las limitaciones y restricciones derivadas de la función ecológica de la misma. El artículo 43 del código determina que el derecho de propiedad privada sobre recursos naturales renovables deberá ejercerse como función social”, señalando estas dos normas que efectivamente sobre los recursos naturales renovables puede haber dominio privado. Sin embargo, existen bienes que no son objeto de propiedad privada, como los descritos en el artículo 63 y 322 de la Constitución Política. 
El artículo 63 superior estableció que son bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley. Esos bienes quedan sometidos a un régimen jurídico especial de rango constitucional que establece que no son susceptibles de disposición de su dominio, que el Estado no pierde el dominio de los mismos y finalmente, no pueden ser embargados en virtud de una orden judicial, son Inalienables, imprescriptibles e inembargables. Ahora bien, los humedales, según el artículo 2° de la Resolución 157 de 2004 del hoy Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, son bienes de uso público, situación jurídica que no se tiene claridad que efectos genera debido a que no es una ley de la República. Finalemnte el Decreto 1541 de 1978 estableció que solo las aguas corrientes o estancadas que nacen y mueren dentro de la misma heredad, son de dominio privado, por lo tanto por regla general, las aguas son de dominio público.
Los derechos a la propiedad privada y a la libertad de la actividad económica coexisten con los derechos colectivos que son bienes de dominio público y que conforman el patrimonio público del Estado. “Se entiende por patrimonio público la totalidad de bienes, derechos y obligaciones correspondientes o propiedad del Estado, que le sirven para el cabal cumplimiento de sus obligaciones de conformidad con lo dispuesto para ello en la legislación positiva” (Sentencia AP-2004-00413, MP. Mauricio Fajardo), el patrimonio público es el conjunto de bienes que son de propiedad del Estado, como por ejemplo el espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria, la plataforma continental, la cultura e historia de la Nación y las riquezas naturales. Dentro del patrimonio público se encuentran también, según lo establecido en el artículo 332 superior, los recursos naturales no renovables.

Se concluye entonces que los recursos naturales renovables y la biodiversidad de los páramos pueden ser objeto de propiedad privada, siempre y cuando no se encuentren en un área que no haya sido establecida como bien de uso público según el artículo 63 de la Carta Política de 1991. Respecto de los humedales el panorama legal es confuso, pues la Constitución dispone que son bienes de uso público aquellos que sean establecidos como tal por la ley, y el Ministerio del Medio Ambiente por medio de una resolución les da tal carácter. Esta situación resulta confusa en razón a que una resolución no tiene el carácter suficiente para hacer tal asignación y  por otra parte se encuentra la Ley 1450 de 2011 que determina que en estos ecosistemas pueden desarrollarse actividades agropecuarias, de exploración de alto impacto y explotación de hidrocarburos y minerales con base en estudios técnicos, económicos, sociales y ambientales adoptados por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Adicionalmente hay que diferenciar los humedales Ramsar y los humedales al interior de Colombia, los primeros por el hecho de estar identificados, delimitados, zonificados y de tener un régimen de usos claro, no tienen conflicto legal aparente, sin embargo los humedales al interior de Colombia aparecen aún desamparados legalmente.
Derechos sobre los recursos naturales no renovables

Aunque los recursos naturales no renovables son de dominio público, los particulares pueden adquirir el derecho a usarlos, aprovecharlos y/o explotarlos.

El derecho a explotar los recursos naturales no renovables se adquiere, según el artículo 14 del código de minas (Ley 685 de 2001), mediante el contrato de concesión minera, debidamente otorgado e inscrito en el Registro Minero Nacional. Como se había ya mencionado, el contrato de concesión no transfiere al beneficiario un “derecho de propiedad de los minerales "in situ" sino el de establecer, en forma exclusiva y temporal dentro del área otorgada, la existencia de minerales en cantidad y calidad aprovechables, a apropiárselos mediante su extracción o captación y a gravar los predios de terceros con las servidumbres necesarias para el ejercicio eficiente de dichas actividades”. En el artículo 48 ibídem, se dispuso que el concesionario de minas no requiera licencias, permisos o autorizaciones que no estén relacionadas en el código de minas, excepto, las de competencia de la autoridad ambiental. En concordancia con esto, el Decreto 2820 de 2010 establece que la obtención de la licencia ambiental es un prerrequisito, es una condición previa para ejercer los derechos provenientes de licencias expedidas por otras autoridades. Los permisos para el uso, aprovechamiento y/o explotación de los recursos naturales renovables deben haber sido conseguidos antes de que se inicien las labores. Es decir, los derechos a explotar los recursos naturales no renovables se adquieren cuando se obtuvo la concesión minera y la licencia ambiental. 
En este contexto es importante mencionar que existe un principio de confianza legítima en el Estado que en palabras de la Corte Constitucional consiste en “una proyección de la buena fe que debe gobernar la relación entre las autoridades y los particulares, partiendo de la necesidad que tienen los administrados de ser protegidos frente a actos arbitrarios, repentinos, improvisados o similares por parte del Estado. Igualmente, ha señalado que este principio propende por la protección de los particulares para que no sean vulneradas las expectativas fundadas que se habían hecho sobre la base de acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo, y consentido expresa o tácitamente por la administración ya sea que se trate de comportamientos activos o pasivos, regulación legal o interpretación normativa” (T-472-2009 MP Jorge Ivan Palacio Palacio). 
Teniendo esto claro, veamos el ejemplo del caso de los ecosistemas de páramo, para el que la Contraloría en el oficio 80110 del 23 de agosto de 2012 advirtió al Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible sobre los riesgos de daño ambiental de esos ecosistemas por el desarrollo de proyectos, obras y actividades que se han permitido en ellos como consecuencia de “la demora en la adopción de los planes de Manejo Ambiental, ordenación, declaración y delimitación de los ecosistemas de páramo del país, en las escalas adecuadas y la información de referencia suficiente y necesaria sobre su valor ecológico, según sus atributos y funciones eco-sistémicas”. Y antes ya había advertido a la Corporación Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta de Bucaramanga –CDMB- en oficio 4120-E1-21391 del 23 de febrero de 2012 sobre el riesgo ambiental dado por la superposición de títulos mineros con el área del páramo de Santurban, títulos otorgados en 1994 bajo la vigencia del Decreto 2655 de 1988 que a hoy han sido adquiridos por empresas multinacionales y se encuentra que no solo cambiaron de modalidad de licencia minera a contrato de concesión (Ley 685 de 2001) sino que además fueron inscritos en el Registro Minero y que a pesar de estar superpuestos con áreas de páramo y de que el hoy Ministerio del Medio Ambiente y de Desarrollo Sostenible hubiera adoptado la Cartografía elaborada y proporcionada por el Instituto Alexander Von Humboldt (Resolución 0937 del 25 de mayo de 2011), el hecho de que las Corporaciones (CDMB) no hubieran desarrollado los estudios técnicos para la delimitación del ecosistema aún, da lugar a que la actividad minera en esas áreas sea legal, y cualquier decisión contraria pueda tenerse como una violación al principio de la confianza legítima en el Estado, al principio de legalidad y una violación a la seguridad jurídica que debe imperar en un Estado Social de Derecho. En el caso del páramo de Santurban enfatiza la Procuraduría General de la Nación en comunicación del 16 de Septiembre de 2011 en la que dice que para que las zonas de exclusión minera surtan esos efectos deben estar delimitadas con base en los estudios técnicos, sociales y ambientales, los procesos mineros y ambientales, sobre proyectos mineros en áreas que no han sido delimitadas deben ser resueltos de conformidad.
Es así entonces como las concesiones mineras para la explotación de áreas de páramo o humedal que no han sido delimitadas, están generando una expectativa y puede generar la responsabilidad del Estado debido a que se sientan sobre la base de acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo, agudizando la problemática de protección de los ecosistemas estratégicos por un lado y debilitando la economía del país por otro. La decisión sobre si otorgar la licencia ambiental a estos proyectos enfrenta la aplicación de principios base del Estado Social de Derecho, como el principio de Legalidad y el interés general prima sobre el particular, y principios del derecho ambiental, como el de precaución. 
En cuanto al principio de precaución vale la pena mencionar lo que la Corte Constitucional expresó en la Sentencia C-293 de 2002 respecto al mismo. “Cuando la autoridad ambiental debe tomar decisiones específicas, encaminadas a evitar peligro de daño grave, sin contar con la certeza científica absoluta, lo debe hacer de acuerdo con las políticas ambientales trazadas por la ley, en desarrollo de la Constitución, en forma motivada y alejada de todas posibilidad de arbitrariedad o capricho”. Recalca que para la aplicación del principio deben cumplirse los siguientes supuestos:
1. Que exista peligro de la ocurrencia de un daño

2. Que el daño se irreversible

3. Que exista un principio de certeza aunque no se absoluto

4. Que la decisión de la autoridad esté encaminada a impedir la degradación del medio ambiente

5. Acto motivado y excepcional

En tal sentido, las actuales actividades mineras que se desarrollen en el área aunque tienen derecho a continuar con su actividad hasta el vencimiento del mismo, no podrán seguir haciéndolo. 
3. Limitaciones a la propiedad privada 
En aplicación del artículo 47 del código de los recursos naturales renovables y con fundamento en el principio de prevención y precaución del derecho ambiental y en el artículo 58 de la Carta política el derecho a la propiedad privada de los recursos naturales renovables está limitado. Primero, porque hay algunos recursos naturales renovables que son de dominio público y su uso y/o aprovechamiento (artículo 50, 51, 52 y s.s. CNRNR) requiere de la obtención de permisos o concesiones para tal fin. Debe tenerse en cuenta que cuando se trata de recursos naturales renovables de dominio público, la obtención de los permisos no transfieren el dominio del recurso al concesionario, no privatizan el recurso, por el contrario el Estado sigue siendo el titular y no se desprende de ésta a pesar de la concesión (Ej: Concesión de aguas de dominio público). Lo que también implica que el Estado siga siendo el responsable de su preservación, responsabilidad que cumple por medio de la asignación de deberes a los beneficiarios de las concesiones. Esto se da en razón a que hay determinados recursos naturales que son vitales y por lo tanto su apropiación puede constituirse en inconstitucional. 
Segundo, por la imposición de servidumbre, en aplicación de lo establecido en el artículo 67 del Código y el título IV parte III ibídem, y las normas que determinen las zonas o lugares donde se prohíbe la construcción de obras; la tala o la siembra o la alteración del paisaje; donde se prohíbe la actividad minera o de hidrocarburos; entre otros.
Y finalmente, por el ordenamiento ambiental del territorio teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 334 de la Constitución  política, según el cual el Estado puede intervenir en la economía para la preservación del medio ambiente, la limitación puede darse en virtud de la ley que establece bienes de dominio público, la declaración de una reserva de recursos naturales renovables o en virtud del establecimiento de planes de manejo ambiental para áreas que lo requieren. 
Según el artículo 45 del CNRNR, la declaración de reservas se hace con base en razones de necesidad para adelantar programas de restauración, conservación o preservación de los recursos naturales renovables y del ambiente. El establecimiento de reservas de recursos debe estar acorde con las necesidades del país, además se deberá valorar el costo-beneficio ecológico, ambiental y social de las actividades que puedan ocasionar el deterioro de los recursos naturales o la alteración de un ecosistema; también se deberán establecer planes y programas de protección y manejo de recursos naturales renovables; zonificar el país, estableciendo las áreas delimitadas para manejo especial y aquellas con graves problemas ambientales y de manejo (En concordancia con lo establecido en el artículo 30, que estableció que para la adecuada protección del ambiente y de los recursos naturales, el Gobierno Nacional debía establecer las políticas y normas sobre zonificación); velar por la explotación eficiente, compatible con su conservación y acorde con los intereses colectivos, de los recursos naturales renovables; y se deberá planear la compatibilidad entre el desarrollo económico del país y la protección del medio ambiente.

El Estado al momento de limitar el derecho a la propiedad privada proveniente de la declaración de un área protegida y en virtud de los principios de prevención y precaución del derecho ambiental, debe tener en cuenta que el derecho a la libertad de la actividad económica (artículo 333 C.P.) se garantiza por medio de la constitución de unas reglas claras del juego, del acceso oportuno a la información y sobre todo de la expedición de leyes conocidas como de intervención económica, en virtud del principio del Desarrollo Sostenible. Los  páramos y humedales, siendo ecosistemas estratégicos no contaron con instrumentos legales de alto rango sino hasta hace menos de dos años, atraso que ha dado como resultado batallas jurídicas que agudizan las condiciones ambientales, sociales y económicas de las áreas donde se ubican estos ecosistemas. 
Áreas protegidas en Colombia

Algunas de las categorías establecidas por la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza UICN fueron adoptadas por la legislación Colombiana, sin embargo el sistema de áreas protegidas estuvo disperso en varias normas en las que de hecho, no se incorporaron los páramos ni los humedales. 

En el título II de la parte VI del Código Decreto Ley 2811 de 1974, se dispuso que un área de manejo especial es la que se delimita para administración, manejo y protección del medio ambiente y de los recursos naturales renovables y reitera que la declaración de estas áreas deberá fundarse en estudios ecológicos, económicos y sociales, además de tener unos objetivos determinados.

La clasificación de áreas de manejo especial del código es la siguiente:

· Distritos de Manejo Integrado - DMI
· Cuencas Hidrográficas

· Distritos de Conservación de Suelos
· Sistema de Parques Nacionales (Los parques Nacionales Naturales son bienes de uso público según el art. 63 de la Constitución del 91)
En la Carta de 1991, tampoco se encuentra referencia a los páramos y humedales como áreas de especial importancia ecológica o áreas protegidas. La ley 99 de 1993 por su parte definió las competencias de las Autoridades ambientales en cuanto a la administración de las áreas protegidas, específicamente en el artículo 5° establece la competencia de las CAR’s, incluyendo II). Reservar, alinderar y administrar, en los términos y condiciones que fijen la ley y los reglamentos, los distritos de manejo integrado, los distritos de conservación de suelos, las reservas forestales y parques naturales de carácter regional, y reglamentar su uso y funcionamiento. Administrar las Reservas Forestales Nacionales en el área de su jurisdicción. Adhiriendo las reservas forestales y parques naturales de carácter regional como categorías de área protegida.
Por su parte, el Decreto 3272 de 2010 del Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, estableció finalmente que las categorías de áreas protegidas, son (artículo 10): 

· Áreas protegidas públicas:

· Las del Sistema de Parques Nacionales Naturales.

· Las Reservas Forestales Protectoras.

· Los Parques Naturales Regionales.

· Los Distritos de Manejo Integrado.

· Los Distritos de Conservación de Suelos.

· Las Áreas de Recreación.

 

Áreas Protegidas Privadas:

    a). Las Reservas Naturales de la Sociedad Civil

Esta vez en los artículos 28 y 29 se hace mención a los ecosistemas estratégicos. Primero, en el artículo 28 se establece que los sitios Ramsar a pesar de que no son categorías de áreas de manejo especial, son “complementarias para la conservación de la diversidad biológica”. Y en el artículo 29 se establece que los ecosistemas estratégicos gozan de especial protección y en ese sentido deben “adelantarse acciones tendientes a su conservación y manejo, las que podrán incluir su designación como áreas protegidas bajo alguna de las categorías de manejo previstas en el presente decreto”.
Con lo anterior, se reitera que ni los páramos ni los humedales son categorías de áreas protegidas. Sin embargo por ser ecosistemas estratégicos merecen protección. Esto conlleva a revisar los mecanismos legales establecidos por el Estado en virtud de su facultad interventora en la economía para la protección del medio ambiente. Aquellos mecanismos legales que regulan la conservación de los páramos y humedales que no son sitios Ramsar y que no están protegidos por la declaratoria de alguna de las categorías de área protegida.
Mecanismos legales para la protección de humedales.
El artículo 5° de la Ley 99 de 1993, le asigna al  Ministerio del Medio Ambiente la responsabilidad en relación con los humedales, Estableciendo que: “le corresponde regular las condiciones de conservación y manejo de ciénagas, pantanos, lagos, lagunas y demás ecosistemas hídricos continentales”. Sin embargo, solo hasta 1997 con la ley que ratifica el convenio Ramsar se reglamenta la protección de estos ecosistemas al interior de Colombia. La ley 357 de 1997, es el fundamento para la expedición de normas de inferior nivel jerarquico que posteriormente regularon la protección de los humedales al interior del país. En primer lugar, a través de esta ley en Colombia se incorporó el concepto de humedal y además se asumió la tarea de planificar el manejo tanto para los humedales declarados sitios de importancia internacional, como para aquellos que no, los humedales al interior de Colombia.

Gracias al enfoque eco-sistémico establecido por el Convenio de biodiversidad, se promueve el manejo de los recursos naturales a través de “la integración de los factores ecológicos, económicos y sociales dentro de un marco geográfico definido principalmente por límites ecológicos”. Como resultado, el Ministerio del Medio Ambiente estableció la política nacional de humedales al interior de Colombia por medio de la cual se implantaron los lineamientos del enfoque eco-sistémico adaptado a humedales, planteando entonces que para alcanzar los objetivos de manejo se deben tener en cuenta las condiciones ambientales que limitan la productividad y teniendo en cuenta los servicios ambientales que prestan, debe promoverse su uso sostenible (Presidencia de la República de Colombia, 2002). 

Por otra parte, la Ley 388 de 1997 establece que los municipios y distritos en virtud de las funciones constitucionales de ordenamiento del territorio deberán, al momento de hacer los planes o esquemas de ordenamiento territorial, localizar las áreas que deban ser conservadas y recuperadas e identificar los ecosistemas de especial importancia. También les corresponde clasificar los suelos en urbanos, rurales o de expansión y dentro de cualquiera de estas tres clases puede existir lo que se define como suelo de protección. Adicionalmente la misma ley también le asignó a las Corporaciones Autónomas Regionales funciones destinadas al ordenamiento del territorio. Primero, establecer determinantes ambientales que los municipios y distritos se obligan a cumplir en razón a que constituyen norma de mayor jerarquía y segundo, aprobar los planes de ordenamiento territorial en sus consideraciones sobre el medio ambiente y los recursos naturales renovables.

Con fundamento en lo consagrado en la ley 357 y 388 de 1997, el hoy Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible profirió la Resolución 157 de 2004, se estableció en primer lugar que los humedales son bienes de uso público y segundo que la Unidad Administrativa del Sistema Nacional de Parques Naturales, las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenible, los grandes centros urbanos y las Autoridades Ambientales Distritales debieron en el término de 24 meses contados a partir de la expedición de la guía técnica, elaborar y ejecutar los planes de manejo ambiental para los humedales de su jurisdicción, una vez los mismos hayan sido delimitados, caracterizados y zonificados. Esa guía técnica fue expedida el 01 de febrero de 2006, por lo tanto los humedales de Colombia debieron quedar no solo identificados pero también delimitados, caracterizados, zonificados y con un plan de manejo ambiental establecido, al 31 de enero de 2007.

Sumado a lo anterior, el artículo 9° de la Resolución 157 de 2004 determinó el régimen de usos de los humedales. Al analizar esta norma y lo establecido en la Ley 388 de 1997 sobre las determinantes ambientales, puede concluirse que ese régimen de usos que se establezca en virtud de la identificación, delimitación, caracterización, zonificación y posterior Plan de Manejo, debe tener efectos al público y para que eso ocurra el PMA no solo debe ser aprobado por medio de un acto administrativo (Artículo 12 Resolución 157 de 2004 modificado por el artículo 1° de la Resolución 1128 de 2006) sino que además debe ser incorporado al POT del municipio de manera que los actuales propietarios de los predios en donde los humedales se encuentran localizados estos ecosistemas, conozcan de las limitaciones al uso del suelo; si se trata de predios baldíos, las autoridades competentes deben negar las solicitudes de adjudicación de esos bienes en razón a que son, como ya se dijo, bienes de uso público.    
Ahora bien, Ley 1450 de 2011 Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 considera que los humedales deben ser delimitados con base en estudios técnicos, sociales, económicos y ambientales (artículo 202 PND), de manera que las Corporaciones Autónomas Regionales, a las de Desarrollo Sostenible, los grandes centros urbanos y los establecimientos públicos ambientales tienen obligación de que en el término de tres (3) años zonifiquen, ordenen y determinen el régimen de usos de esos ecosistemas. La norma además reitera también que la delimitación deberá ser adoptada por un acto administrativo expedido por la autoridad competente. Y sobre el régimen de usos del suelo de estos ecosistemas, el parágrafo segundo prescribe que se debe establecer la restricción total o parcial de actividades agropecuarias, y la exploración y explotación de hidrocarburos y minerales.
Se concluye que durante este periodo, mientras se zonifican, ordenan y determinan los regímenes de uso de los humedales, los proyectos agropecuarios, y la exploración y explotación de hidrocarburos y minerales serán legítimos y queda a consideración de las autoridades ambientales, para el caso de la minería, otorgar los permisos de ley, lo cual en virtud del principio de precaución puede evitarse. Sin embargo para el caso de las actividades agropecuarias, la situación es diferente, pues casos como el de los humedales del Magdalena medio Santandereano las actividades de palmicultura podrán desecarlos, agravando la situación de especies amenazadas y en vía de extinción. 
Mecanismos legales para la protección de páramos
No existe un tratado de derecho internacional que haya liderado la promulgación de una ley de la República para la protección de estos ecosistemas, de manera que la protección legal de estos ecosistemas específicamente tiene lugar a partir de la resolución 769 de 2002. La norma en mención se expidió con fundamento en lo establecido en el artículo 1° de la Ley 99 de 1993 por medio del cual se determinó que los páramos son zonas de protección especial, y en la Ley 373 de 1997 por medio de la cual se precisa que las zonas de páramo deben ser adquiridas y estudiadas en su capacidad de oferta de servicios y bienes ambientales. Más allá de la ley se llega a entender que los páramos representan un ecosistema de singular riqueza y que es indispensable para el equilibrio eco sistémico.

Por medio de la Resolución 769 de 2002 el Ministerio del Medio Ambiente ordenó a las Corporaciones Autónomas Regionales y Grandes Centros Urbanos realizar un estudio del estado actual de los páramos en su jurisdicción, estudio que consistía en: Ubicación, determinación de su extensión, caracterización social, económica y ecológica, etc. La norma suponía que la ejecución del estudio daría como resultado la declaración de áreas protegidas (Parágrafo 2 del artículo 3°) y también la elaboración de un Plan de Manejo Ambiental  (artículo 4°) los cuales deberán determinar la zonificación y ordenación ambiental del territorio (régimen de usos del suelo).  El plazo que esta norma otorgó a las autoridades ambientales para concluir el estudio del estado actual de los páramos de su jurisdicción fue de un (1) año a partir de la expedición de los términos de referencia emitidos por el Ministerio; y para la formulación de los Planes de Manejo Ambiental es de dos años, contados a partir de la culminación del estudio sobre el estado actual de los páramos. Los términos de referencia fueron expedidos el 01 de agosto de 2003 mediante la resolución No. 0839 y según el artículo 10 de esta norma, al culminarse tanto el estudio como el PMA, debía remitirse al Ministerio del Medio Ambiente para su revisión y aprobación para que posteriormente se adoptado por la autoridad ambiental regional para su implementación. Luego en el año 2006, el Ministerio mediante resolución 1128 modifica el artículo 10° de la resolución 0839 y establece que “El Plan de Manejo Ambiental, PMA, que se formule a partir de los resultados del EEAP, será aprobado por el Consejo o Junta Directiva de la respectiva autoridad ambiental competente”.

A pesar de lo anterior algunos páramos aún hoy se encuentran desprotegidos porque no se estableció sobre ellos ningún PMA. Una omisión significativamente costosa debido a que las políticas de desarrollo y las condiciones de seguridad en el país han cambiado y esto hace imperioso un marco jurídico ambiental claro en el que ordenamiento ambiental del territorio obedezca a criterios técnicos, sociales y económicos. Las omisiones de las autoridades ambientales se hicieron mas evidentes cuando se profirió por ejemplo la ley que modificaba el código de minas, ley 1382 de 2010 (Declarada inexequible), pues al excluirse los páramos de la actividad minera había que primero saber donde se ubican esos ecosistemas, su zonificación y delimitación, pero en muchos casos esta información no existe. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 Ley 1450 de 2011 por su parte, reiteró que los páramos están excluidos de la minería y estableció que el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible será el encargado de su delimitación y las Corporaciones Autónomas Regionales y Grandes Centros Urbanos del proceso de zonificación, ordenamiento y determinación del régimen de usos con base en la delimitación. Para este fin otorga tres (3) años a las Corporaciones, a partir de la delimitación que el ministerio proporcione. Situación que lleva a concluir que mientras transcurre el tiempo otorgado por la ley a las autoridades ambientales, se podrán seguir celebrando contratos de concesión minera y actividades agropecuarias en ecosistemas estratégicos. Así que el principio de confianza legítima en el Estado, esa proyección de buena fe que hacen los particulares en virtud de expectativas fundadas sobre la base, en este caso de la omisión del Estado de identificar, zonificar y delimitar esos ecosistemas y establecer su plan de manejo ambiental, tienen como consecuencia un problema social como el que se da hoy en el páramo de santurban: Inversión nacional y extranjera, generación de empleo, mejoramiento de la calidad de vida de unos, ingresos por regalías a la región, por un lado; y contaminación de las fuentes hídricas, afectación a la biodiversidad, conflicto con las empresas prestadoras del servicio público de agua potable, extensión del conflicto a mas comunidades, por otro. 
La preocupación de las comunidades que viven en las zonas que se declaran ya sea como área protegida, reserva forestal o donde se delimita y zonifica un páramo y/o un humedal es que sobre ellas recae el pesos de la conservación. El peso de la conservación es pobreza, necesidades básicas insatisfechas y por lo tanto menos desarrollo. Cómo desde la ley puede evitarse tal situación? Cual es el reto del derecho para enfrentar esas situaciones?
4. Mecanismos alternativos de desarrollo – Esquemas de Pago por Servicios Ambientales PSA
La ley ambiental en Colombia ha sido expedida desde el enfoque tradicional, es decir, se han establecido unas normas y controles de manera que su incumplimiento tenga como consecuencia una sanción. Con este enfoque del derecho ambiental se logra que, cuando la norma es clara y brinda seguridad jurídica, los particulares se obliguen a cumplir tales determinaciones, de lo contrario estarán sujetos a las sanciones que la ley ambiental ha establecido. 
A pesar de que este enfoque tradicional del derecho ambiental que aplicamos hoy en Colombia es necesario para controlar la contaminación de los recursos naturales renovables; para controlar la degradación de los ecosistemas a partir de los usos del suelo y lograr el desarrollo sostenible es necesario además un enfoque de instrumentos económicos, como lo son los sistemas de pago por servicios ambientales. 
El enfoque de pago por servicios ambientales tiene base en la internalización de las externalidades ambientales por medio del establecimiento de precios apropiados y de crear incentivos financieros. El esquema de pagos por servicios ambientales se trata de que los propietarios de los predios ubicados en las áreas donde las aguas nacen (los páramos), deben aceptar las limitaciones o diversificación de las actividades que desarrollan, a cambio de un beneficio económico. De esta manera se construye un puente entre los propietarios o poseedores de los predios ubicados en las zonas de alta montaña y aquellos ubicados aguas abajo y beneficiarios de las mismas (vendedores y compradores), y así todos ganan y ayudan en la protección de esos ecosistemas. (Greiber 2009)
“Lo que hace un esquema de pago por servicios ambientales es que en cualquier arreglo de pago, aquellos que pagan son consientes de que están pagando por un servicio ambiental que es valioso para ellos, y aquellos que reciben el pago se comprometen completamente y sin medida a realizar las actividades que asegure el abastecimiento sostenible del servicio ambiental en cuestión” (Greiber 2009).
El enfoque del derecho con base en instrumentos económicos, ha sido posible gracias a los principios y algunas normas del Estado Social de Derecho establecido en la Constitución de 1991. Por ejemplo, la limitación a la propiedad privada por su función social y ecológica, los bienes de uso público y el ordenamiento del territorio, constituyen derroteros que posibilitan el  desarrollar nuevas normas encaminadas a establecer mecanismos alternativos de desarrollo a partir de la conservación. Particularmente nótese que la Ley 99 de 1993 en el artículo 111, luego modificado por el 210 de la Ley 1450 de 2011, establece que las áreas de importancia estratégica para conservación del recurso hídrico son de interés público y por lo tanto los departamentos y municipios deben destinar el 1% de sus ingresos corrientes para adquirirlas o para financiar esquemas de pago por servicios ambientales.
Luego, la Ley 139 de 1994 crea el Certificado de Incentivo Forestal, el Decreto 900 de 1997 reglamenta el Certificado de Incentivo Forestal para la Conservación estableciendo como base de pago 7 salarios mínimos mensuales por hectárea por año pagados en diez cuotas. La financiación de este incentivo se planeó con “sumas apropiadas en los presupuestos de la Nación o de las entidades descentralizadas, las que se causen por las multas o sanciones pecuniarias que se impongan al beneficiario (…); las que a cualquier título le transfieran las personas jurídicas públicas o privadas, y las provenientes de crédito externo o interno o de entidades de cooperación internacional”, por lo que se supone que los CIF dependen de la disponibilidad de dineros en FINAGRO que es la entidad encargada de administrarlos, en ese sentido podría lograrse un mejor impacto social y ambiental sí se estableciera una prelación para aquellos propietarios de predios ubicados en el área de un ecosistema estratégico (páramo y/o humedal), que en virtud de tal situación, el uso del suelo ha sido limitado.

Con el reciente Decreto 953 de 2013 se reglamentó el artículo 210 de la Ley 1450 de 2011, específicamente sobre los esquemas de pagos por servicios ambientales definidos como el incentivo en dinero o especie que por medio de contratos las entidades territoriales reconocen transitoriamente a los propietarios y/o poseedores de predios ubicados en las áreas de importancia estratégica a cambio de un uso para la conservación o recuperación de ecosistemas naturales. Es importante señalar que los predios deben pertenecer al área identificada y delimitada como área de importancia estratégica por parte de las Corporaciones Autónomas Regionales (artículo 4), y las entidades territoriales deberán seleccionar los predios a adquirir, mantener o a favorecer con el pago por servicios ambientales (artículo 5). Además el incentivo será transitorio y durará mientras la entidad territorial adquiere los predios (artículo 8). Las Autoridades Ambientales, según el parágrafo 4 del artículo 9, podrán en el marco de sus competencias, “efectuar aportes técnicos, financieros y operativos requeridos para la consolidación del instrumento de pagos por servicios ambientales”.

Las autoridades ambientales enfrentan problemas para entender el alcance de estos mecanismos de desarrollo, lo cual se evidencia en la falta de comprensión de sus competencias para estos fines. Un ejemplo es el reciente esquema de pago por servicio ambiental establecido por la Corporación Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta de Bucaramanga mediante la Resolución No. 892 del 18 de Julio de 2013. Esta norma ofrece un pago de $28.000 pesos colombianos por hectárea, a cambio del desarrollo de actividades de protección. Pese a las buenas intensiones que pueda haber detrás de esta norma, existen varias inconsistencias jurídicas de fondo que no permiten la efectividad de este instrumento económico. 
La primera es el hecho de que las Corporaciones Autónomas Regionales no son entidades territoriales y en tal sentido, según el Decreto 953 de 2013 no son competentes para establecer Esquemas de PSA,  sino como lo estableció el artículo 4 y el parágrafo 4 del artículo 9 del decreto en mención, son competentes para identificar y delimitar las áreas de importancia estratégica y para hacer aportes técnicos, financieros y operativos para la consolidación de tales instrumentos. La segunda se da en razón a la desproporción en el beneficio económico. Para la zona de Vetas, California y Suratá en Santander, donde se desarrollan proyectos mineros milenarios y otro nuevos tecnificados de gran valor económico, el precio del esquema de PSA no es desde ningún punto de vista un valor correspondiente al costo de oportunidad o cercano al 15% del valor del avalúo que hoy tienen esos predios, lo que no lo hace viable desde el punto de vista económico.. 
Esto no significa que la aproximación al enfoque de instrumentos económicos que hace la legislación ambiental Colombiana sea inoficiosa, por el contrario sienta bases del futuro del derecho ambiental. Sin embargo sigue siendo un reto llegar por ejemplo a establecer un mercado de servicios ambientales por medio de créditos o bonos (precio) dados por el desarrollo de labores de conservación que un individuo haga, los cuales pueden venderse a quien tenga la obligación de compensar un daño al medio ambiente. En este último caso, la ley tiene el reto de definir cuales son esas actividades que aportan en realidad a la conservación de los ecosistemas, así como las actividades que producen un impacto negativo al medio ambiente y requieren compensación por parte de quien las desarrolló. Para el caso Colombiano, podría empezarse con aquellos que son sancionados, en virtud del régimen sancionatorio ambiental, a compensar un daño ocasionado a un recurso natural renovable. Para lograr este fin, la IUCN ha señalado la necesidad de un marco jurídico que establezca la apertura, administración y cierre de bancos de mitigación que aseguren el comercio justo y que asegure a su vez el cumplimiento de su finalidad. Al mismo tiempo debe contemplar un sistema de seguros y responsabilidades que garantice el éxito de la administración (Greiber, Thomas. 2009).
Adicional al comercio de bonos y/o créditos, la ley puede establecer “fondos verdes”, incentivos tributarios que se materializan por medio de la exención del pago de determinados impuestos o la deducción de otros. Sobre esta materia Colombia ha incentivado proyectos de  hidroeléctricas y de irrigación por medio de los beneficios económicos.
En todo caso, para cumplir con la meta de tener una legislación ambiental basada en mecanismos de desarrollo económico, se debe contar con una infraestructura solida que permita un aporte eficaz a la conservación, protección y uso sostenible de la biodiversidad, que además logre equidad en la distribución de los beneficios de la misma. 
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